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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, seis (6) de julio de dos mil dieciocho (2018)
Proyecto aprobado por Acta No.0560
Hora: 3:45 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Nuevamente la Sala  entra a resolver lo concerniente al grado de consulta frente a la decisión del 7 de junio de 2018 proferida por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, por medio de la cual,  luego de que esta Sala dispusiera vincular al trámite incidental a la Dra. Claudia Viviana Ferro Buitrago como Subdirectora General de la UARIV
, resolvió sancionar con tres (3) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente a los doctores Ramón Alberto Rodríguez Andrade, Director de Gestión Social y Humanitaria; Gladys Celeide Prada Pardo, Directora de Registro y Gestión de la Información; Claudia Juliana Melo Romero, Directora de Reparaciones, Fredy Enrique López  Ramírez, Director Regional del Eje Cafetero, Dra. Claudia Viviana Ferro Buitrago, Subdirectora General y Yolanda Pinto de Gaviria, Directora General, en calidad de superior jerárquica; por desacato a la sentencia de  tutela proferida por dicho despacho el 28 de diciembre de 2017.

2. ANTECEDENTES
2.1. El 28 de diciembre de 2017 el Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, tuteló los derechos a la vida digna, la igualdad y la reparación del señor José Luis Gallego Palacio y como consecuencia de ello, dispuso en el numeral segundo del fallo, lo siguiente  (Fls. 27-29):

“Ordenar a la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, por intermedio del Director de Gestión Social y Humanitaria, el Director de Registro y Gestión de la Información, el Director para la Reparación, así como al Director de la Unidad de Atención y Reparación de Víctima de Risaralda, que en el improrrogable término de seis días, contados a partir del día siguiente al de la notificación del presente fallo, se programe y realice la entrevista inicial PAARI al señor JOSE LUIS GALLEGO PALACIO, y en diez días más se pronuncie de fondo sobre la priorización del pago de la indemnización administrativa”
2.2.
El 5 de febrero de 2018 el señor José Luis Gallego Palacio presentó un escrito ante el juzgado de primer grado informando que la Unidad para la Atención y Reparación de Víctimas no había dado cumplimiento al fallo de tutela del 28 de diciembre de 2017 (Fls. 111).

2.3.
Por lo anterior, el A quo ordenó mediante auto del 15 de mayo de 2018  de febrero de 2018 oficiar a la Dra. Yolanda Pinto de Gaviria, en su calidad de Directora General de la UARIV a efectos de que ordenara a los siguientes funcionarios vinculados al trámite cumplir con la sentencia de tutela: i) Ramón Alberto Rodríguez Andrade, Director de Gestión Social y Humanitaria, ii) Gladys Celeide Prada Pardo, Directora de Registro y Gestión de la Información, iii) Claudia Juliana Melo Romero, Directora de Reparaciones, iv) Fredy Enrique López  Ramírez, Director Regional del Eje Cafetero y v) Claudia Viviana Ferro Buitrago, Subdirectora General, (Fls. 109 y 110). Dicha decisión fue notificada al correo electrónico de la entidad (Fl. 118).
2.4.
El 18 de mayo de 2018 la Directora Técnica de Reparación de la UARIV allegó un escrito mediante el cual informó que al señor Gallego Palacio se le había dado respuesta a su petición mediante el oficio radicado bajo el No.20187208143731 del 15 de mayo 2018 y en tal virtud, solicitó que se declarara el cumplimiento del fallo de tutela (Fls. 119-126).  Sin embargo, el A quo consideró que la UARIV continuaba incumpliendo la sentencia de tutela, toda vez que en la respuesta ofrecida al señor Gallego Palacio se le informó que los recursos para el pago de la indemnización administrativa estarían disponibles a partir del 31 de agosto de 2018 y en tal sentido, resolvió iniciar el incidente de desacato de tutela en contra de los funcionarios de la UARIV relacionados en el numeral anterior (Fls. 127 y 128).  Dicha decisión fue notificada el 22 de mayo de 2018  al correo electrónico de la entidad (Fl. 129 frente y vuelto).
2.5
El 6 de junio de 2018 el juzgado fallador recibió un escrito del señor José Luis Gallego Palacio en el que manifestó su inconformidad con la respuesta de la UARIV, habida cuenta que la orden que se había dado a dicha entidad era de diciembre de 2017 y por ello solicitó que continuara con el trámite  incidental (Fl. 135). Por lo tanto, el 7 de junio de 2018 el Juzgado  1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad resolvió sancionar con tres (3) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente a los doctores Ramón Alberto Rodríguez Andrade, Director de Gestión Social y Humanitaria; Gladys Celeide Prada Pardo, Directora de Registro y Gestión de la Información; Claudia Juliana Melo Romero, Directora de Reparaciones, Fredy Enrique López  Ramírez, Director Regional del Eje Cafetero, Dra. Claudia Viviana Ferro Buitrago, Subdirectora General y Yolanda Pinto de Gaviria, Directora General, en calidad de superior jerárquica, por desacato a la sentencia de  tutela proferida por dicho despacho el 28 de diciembre de 2017.  Así mismo, ordenó remitir el expediente para su consulta (Fls. 137 y 138).  Dicha decisión fue notificada por  a cada uno de los funcionarios mencionados (Fls. 139-145).
3. CONSIDERACIONES
3.1 COMPETENCIA
La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta consulta, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

3.2 PROBLEMA JURÍDICO
Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión consultada se encuentra ajustada a derecho, para lo cual debe establecer si la entidad accionada incurrió en desacato y en caso afirmativo proceder de conformidad.

3.3 DEL CASO EN CONCRETO 
3.3.1. En primer lugar, se debe reiterar que para efectos de una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su acatamiento, los motivos por los cuáles no ha cumplido y además, quién es el superior de esa persona con el fin de cumplir lo dispuesto en el artículo 27 del Decreto 2591  “Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirlo sin demora. Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenará abrir proceso contra el superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las medidas para el cabal cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable y al superior hasta que cumplan su sentencia…”. De no ser así, muy seguramente se vulneraría el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Política. 
3.3.2. Luego de impuesta la sanción a los funcionarios de la UARIV, el 20 de junio de 2018 la Dra. Claudia Juliana Melo Romero, Directora Técnica de Reparación  UARIV, allegó otro escrito al juzgado de primer grado en el que reiteró que al señor José Luis Gallego Palacio se le dio respuesta de fondo mediante la comunicación No.20187208143731 del 15/05/2018, por medio la cual le indicaron que una vez verificado el RUV, se encontró que estaba incluido en el mismo por el hecho victimizante de desplazamiento forzado y secuestro, por lo que ya cumplió con el proceso de documentación y en tal sentido, los recursos estarían disponibles a partir del 31 de agosto de 2018.  Así  mismo, le informaron que es importante que conozca que el plazo señalado para realizar, entre otras, las siguientes verificaciones: i) verificación de vigencia de los documentos de identidad, ii) cruces con bases de FOSYGA, iii) verificación de existencia de divisiones de núcleo, iv) cruce con la Registraduría Nacional del Estado Civil, v) cruces de información con el Ministerio de Defensa Nacional y vi) solicitud de recurso al Dirección del Tesoro Nacional – Ministerio de Hacienda y Crédito Público, por el hecho victimizante directo de secuestro, recibiendo el tope de indemnización de 40 SMLMV, señalados en la Ley 1448 de 2011.  En consecuencia de lo anterior, solicitó que se diera por cumplido el fallo y se archivara la presente actuación  (Fls. 146 y 147).  Adjuntó copia de la respuesta aludida, la cual fue enviada tanto al señor Gallego Palacio como al Personero Municipal de Guática (Fls. 148 y 149).

3.3.3.  La Auxiliar de Magistrado dejó una constancia que da cuenta de la conversación telefónica que sostuvo con el señor Gallego Palacio, quien informó que la UARIV no le ha realizado la entrevista PAARI ni le ha cancelado la indemnización administrativa reclamada y con respecto a la respuesta emitida por la UARIV, manifestó que no estaba de acuerdo con la misma, pues ya ha esperado mucho tiempo por dicho pago (Fl. 4 del cuaderno de consulta).

3.3.4.  De acuerdo con las pruebas que obran dentro de la foliatura, esta Sala considera que lo resuelto por el juez de primer grado en la sentencia de tutela del 28 de diciembre de 2017 no fue que le entregaran al señor Gallego Palacio lo correspondiente a la indemnización administrativa y al indica<r UARIV que están disponibles los recursos reclamados para agosto del presente año, significa que el pago de dicha indemnización está próximo a suceder y en tal virtud, mal haría esta Colegiatura en avalar la sanción impuesta a los funcionarios de la entidad referida, toda vez que se infiere que si se profirió la citada orden de pago fue porque ya se hizo la entrevista PAARI antes aludida.

3.3.5. En ese orden de ideas, se le advierte al señor José Luis Gallego Palacio que llegado el caso en que la UARIV omita hacer el giro correspondiente a la reparación que reclama, tiene a su disposición los mecanismos judiciales con los que ha contado para hacer valer sus derechos fundamentales.

3.3.6.  Consecuente con lo anterior, se revocará la decisión consultada.

DECISIÓN 

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR la decisión del 7 de junio de 2018 proferida por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, por medio de la cual resolvió sancionar con tres (3) días de arresto y multa de un (1) SMLMV a los Drs. Ramón Alberto Rodríguez Andrade, Director de Gestión Social y Humanitaria; Gladys Celeide Prada Pardo, Directora de Registro y Gestión de la Información; Claudia Juliana Melo Romero, Directora de Reparaciones, Fredy Enrique López  Ramírez, Director Regional del Eje Cafetero, Dra. Claudia Viviana Ferro Buitrago, Subdirectora General y Yolanda Pinto de Gaviria, Directora General, en calidad de superior jerárquica.
SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

� Mediante auto del 4 de mayo de 2018 se decretó la nulidad de lo actuado (Fls. 100-102).
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